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Resolución del Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios, con domicilio en Metepec, Estado de México, a veinticuatro de abril de dos mil diecinueve. 
VISTO el expediente formado con motivo del recurso de revisión 00005/INFOEM/IP/RR-E/2019, interpuesto por el C. XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, en lo sucesivo El Recurrente, en contra de la respuesta del Ayuntamiento de Toluca, en lo sucesivo El Sujeto Obligado, se procede a dictar la presente resolución. 

A N T E C E D E N T E S   D E L   A S U N T O
PRIMERO. De la Solicitud de Información.
Con fecha catorce de diciembre de dos mil dieciocho, El Recurrente presentó de manera escrita en formato libre ante El Sujeto Obligado, la solicitud de acceso a la información pública, registrada bajo el número de expediente 00596/TOLUCA/IP/2018, mediante la cual solicitó información en el tenor siguiente: 
[bookmark: _GoBack]“XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, señalando como domicilio para recibir todo tipo de notificaciones el ubicado en XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX y con fundamento en los artículos 4, 7, 11, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 23 fracción IV, 24 fracción XI, 49 fracción XII, 50, 51, 53 fracciones II, V, VI, 92 fracción XXXII, 150, 151, 152, 155, 160, 162, 163, 173 y demás relativos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios acudo ante usted para exponer lo siguiente:
En virtud de lo establecido en los artículos 18.29 y 18.30 del Código Administrativo del Estado de México en relación con el artículo 65 fracción XXIX del Bando Municipal de Toluca así como lo dispuesto por el artículo 3.15 fracción XVII  del Código Reglamentario del Municipio de Toluca solicito respetuosamente a usted, turne la presente solicitud al titular de la Dirección de Desarrollo Urbano y Movilidad al Ayuntamiento de Toluca para que a través de esta Unidad de Transparencia me sea proporcionada la información en su versión pública que a continuación me sirvo describir:
1. Los permisos de obra subterránea para gasoductos en la infraestructura vial local otorgados por la Dirección de Desarrollo Urbano y Movilidad hasta el día trece de diciembre del dos mil dieciocho, acompañados de la siguiente documentación relativa:
a) La solicitud de permiso de obra en la infraestructura vial local
b) Documento que ampara el procedimiento constructivo
c) El reporte fotográfico de la obra
d) El proyecto ejecutivo de la obra permisionada aprobado por la instancia competente.
e) Las autorizaciones federales, estatales o municipales que procedan.
f) El aviso dado por el titular del permiso o el Director de la obra a la autoridad municipal de la terminación de la obra autorizada.
g) La constancia de terminación de obra expedida por la autoridad municipal.
h) En su caso, la constancia de suspensión voluntaria de la obra expedida por la autoridad municipal.
i) Demás documentación relacionada.
2. En el supuesto de que la información solicitada en el numeral 1 se actualice alguna de las causas de clasificación previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; la resolución de clasificación emitida por el Comité de Transparencia.
Lo anteriormente peticionado, en términos del artículo 164 de la normativa aplicable, deberá serme entregado en copias simples en el domicilio plasmado en el proemio del presente escrito para tal efecto.” [Sic]

Modalidad de entrega: Notificación personal


SEGUNDO. De la respuesta del Sujeto Obligado.
Con fecha veintiocho de enero de dos mil diecinueve, El Sujeto Obligado dio respuesta a la solicitud de información 00596/TOLUCA/IP/2018, sirve de sustento la siguiente imagen ilustrativa:
[image: ]











Adicionalmente, El Sujeto Obligado adjuntó tres anexos, mismos que se tienen por reproducidos como si a la letra se insertasen, en virtud de que serán materia de análisis en el considerando respectivo. 

TERCERO. Del recurso de revisión.
Por lo anterior, en fecha uno de febrero del presente se recibió de manera física el escrito de interposición de recurso de revisión, promovido por El Recurrente, en contra de la respuesta otorgada por El Sujeto Obligado al cual se le asignó el número de expediente 00005/INFOEM/IP/RR-E/2019; resulta de nuestro interés lo siguiente:
“MOTIVOS DE INCONFORMIDAD
I. Conforme al artículo 20 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que a la letra dice:
Artículo 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones
El sujeto obligado, en este caso la Unidad de Transparencia del H. Ayuntamiento de Toluca, debió demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en los artículos 140 y 143 de la invocada normativa en concordancia con el artículo 149 de la precitada ley que a la letra dice:
Artículo 149. El acuerdo que clasifique la información como confidencial deberá contener un razonamiento lógico en el que demuestre que la información se encuentra en alguna o algunas de las hipótesis previstas en la presente Ley.
Situación que a todas luces no aconteció ya que el sujeto obligado se limitó a decir que “no es posible proporcionar, ni enviar los documentos encontrados para su correspondiente clasificación” toda vez que el Comité de Transparencia del Ayuntamiento de Toluca “aún no se encuentra conformado”, hipótesis que no se encuentra prevista en la ley que rige la materia y que evidentemente viola en mi perjuicio el principio de legalidad consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ya que la autoridad se encuentra constreñida a actuar únicamente conforme marca la ley, así como también el derecho de acceso a la información.
ll. De conformidad a lo dispuesto en el artículo 92, fracción XXXI! de la multicitada normativa, que a la letra dice:
Artículo 92. Los sujetos obligados deberán poner a disposición del público de manera permanente y actualizada de forma sencilla, precisa y entendible, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:
(…)
XXXII.  Las concesiones, contratos, convenios, permisos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando los titulares de aquéllos, debiendo publicarse su objeto, nombre o razón social del titular, vigencia, tipo, términos, condiciones, monto y modificaciones, así como si el procedimiento involucra el aprovechamiento de bienes, servicios y/o recursos públicos;
Y atendiendo al principio de máxima publicidad de la información así como a la interpretación de la  ley conforme al principio pro persona, consagrados en los artículos 4 y 8 respectivamente de la ley que nos compete, así como en el párrafo segundo del artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el obligado debió haber proporcionado la información solicitada toda vez que los permisos, licencias o autorizaciones otorgados por la Dirección de Desarrollo Urbano y Movilidad deben ser puestos a disposición del público en los respectivos medios electrónicos y por ende, con mayor razón deben ponerse a disposición de un particular si este lo solicita de manera ex profeso a dicha autoridad.
III. De conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, que a la letra dice:
Artículo 52. Las solicitudes de acceso a la información y las respuestas que se les dé, incluyendo, en su caso, la información entregada, así como las resoluciones a los recursos que en su caso se promuevan serán públicas, y de ser el caso que contenga datos personales que deban ser protegidos se podrá dar su acceso en su versión pública, siempre y cuando la resolución de referencia se someta a un proceso de disociación, es decir, no haga identificable al titular de tales datos personales.
El sujeto obligado incurrió en una violación de tal precepto toda vez que suponiendo sin conceder que la información solicitada por el suscrito (ya que no existe un acuerdo emitido por el Comité de Transparencia donde así se determine) sea clasificada en razón de la protección de datos personales de particulares, éste debió hacerme entrega de la versión pública de los documentos solicitados, sin embargo, una vez más el sujeto obligado fue omiso de este precepto.
IV. Otro motivo de inconformidad lo constituye la omisión de lo establecido en el artículo 137 de la Ley relativa a la materia, que textualmente dice:
Artículo 137. Cuando un mismo medio, impreso o electrónico, contenga información pública y reservada o confidencial, la Unidad de Transparencia para efectos de atender una solicitud de información, deberán elaborar una versión pública en la que se testen las partes o secciones clasificadas, indicando su contenido de manera genérica y fundando y motivando su clasificación.
Toda vez que si es cierto lo manifestado por el sujeto obligado (situación que no consta en ningún acuerdo emitido por el Comité de Transparencia) este debió testar las partes o secciones clasificadas, situación que no aconteció violando en mi perjuicio el derecho de acceso a la información.
V. Aunado a lo anterior y de conformidad con el artículo 126 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, la información solicitada y negada por el obligado no se encuentra listada en el índice de expedientes clasificados como reservados, por lo tanto, el obligado violó el derecho humano a la información consagrado en la Constitución Federal y en diversos Tratados Internacionales de los que México forma parte.
Por lo anteriormente expuesto solicito a usted:
PRIMERO. Se me tenga por presentado en tiempo y forma el recurso interpuesto.
SEGUNDO. Se obligue a la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de Toluca a proporcionarme en formato digital así como en copias simples la información solicitada.
TERCERO. Se aplique la suplencia de la queja a favor del suscrito.” [Sic]


CUARTO. Del turno del recurso de revisión.
Medio de impugnación que le fue turnado a la Comisionada Zulema Martínez Sánchez, mediante oficio número INFOEM/SP/034/2019, en términos del arábigo 185 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, del cual recayó acuerdo de admisión en fecha once de febrero de dos mil diecinueve, determinándose en él, un plazo de siete días para que las partes manifestaran lo que a su derecho corresponda en términos del numeral ya citado. 

QUINTO. De la etapa de instrucción.
Así, en la etapa de instrucción, de las constancias que obran en el expediente electrónico se advierte que El Sujeto Obligado rindió su informe justificado en fecha veintiuno de febrero, mismo que se puso a la vista del Recurrente el veintisiete de febrero, ambos de dos mil diecinueve. 
Por su parte, El Recurrente externó las manifestaciones consideradas pertinentes mediante proveído de fecha cuatro de marzo de los corrientes, lo anterior con fundamento en la fracción III del artículo 185 de la Ley de Transparencia local.
Por lo que una vez transcurrido el plazo establecido para que las partes manifestaran lo que a su derecho conviniera, en fecha trece de marzo del año en curso se decretó el cierre de instrucción en términos del artículo 185 fracción VI de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, iniciando el término legal para resolución definitiva del asunto.
Así, en fecha veintinueve de marzo de dos mil diecinueve, se amplió el plazo para dictar resolución, en términos del artículo 181 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 

C O N S I D E R A N D O 
PRIMERO. De la competencia.
Este Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México, es competente para conocer y resolver los presentes recursos de revisión interpuestos por El Recurrente conforme a lo dispuesto en los artículos 6, apartado A, fracción IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 5, párrafos vigésimo, vigésimo primero y vigésimo segundo fracción IV de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 1, 2 fracción II, 13, 29, 36 fracciones II y III, 176, 178, 179 fracción I, 181 párrafo tercero, 182, 185, 188 y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, 9 fracciones I, XXIV, 11 y 14 fracción I del Reglamento Interior del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México.

SEGUNDO. Sobre los alcances del recurso de revisión. 
Derivado de la impugnación realizada, es preciso e importante señalar que el recurso de revisión inmerso en la Ley de Transparencia vigente en la entidad, tiene el fin y alcance que señalan los numerales 176, 179, 181 párrafo cuarto, 194 y 195 y demás aplicables de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios vigente, el cual será analizado conforme a las actuaciones que obren en el expediente electrónico, con la finalidad de reparar cualquier posible afectación al derecho de acceso a la información pública y garantizando el principio rector de máxima publicidad.

TERCERO. De las causas de improcedencia.
En el procedimiento de acceso a la información y de los medios de impugnación de la materia, se advierten diversos supuestos de procedibilidad, los cuales deben estudiarse con la finalidad de dar cumplimiento a los principios de legalidad y objetividad inmersos en el artículo 9 de Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en correlación con la seguridad jurídica que debe generar lo actuado ante este Organismo garante.
De lo anterior, el estudio de las causas de improcedencia que se hagan valer por las partes o que se advierta de oficio por este Resolutor debe ser objeto de análisis previo al estudio de fondo del asunto, ya que el estudio de los presupuestos procesales sobre el inicio o trámite de un proceso genera eficacia jurídica de las resoluciones, más aún que se trata de una figura procesal adoptada en la ley de la materia la cual impide su estudio y resolución cuando una vez admitido el recurso de revisión, se advierta una causa de improcedencia que permita sobreseer el recurso de revisión sin estudiar el fondo del asunto; circunstancias anteriores que no son incompatibles con el derecho de acceso a la justicia, ya que éste no se coarta por regular causas de improcedencia y sobreseimiento con tales fines[footnoteRef:1]. [1:  IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS CAUSAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 73 Y 74 DE LA LEY DE LA MATERIA, RESPECTIVAMENTE, NO SON INCOMPATIBLES CON EL ARTÍCULO 25.1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS.
Del examen de compatibilidad de los artículos 73 y 74 de la Ley de Amparo con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no se advierte que el derecho interno desatienda los estándares que pretenden proteger los derechos humanos en dicho tratado, por regular causas de improcedencia y sobreseimiento que impiden abordar el estudio de fondo del asunto en el juicio de amparo, en virtud de que el propósito de condicionar el acceso a los tribunales para evitar un sobrecargo de casos sin mérito, es en sí legítimo, por lo que esa compatibilidad, en cuanto a los requisitos para la admisibilidad de los recursos dependerá, en principio, de los siguientes criterios: no pueden ser irracionales ni de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia, ni discriminatorios y, en el caso, la razonabilidad de esas causas se justifica por la viabilidad de que una eventual sentencia concesoria tenga un ámbito de protección concreto y no entre en conflicto con el orden jurídico, no son de tal naturaleza que despojen al derecho de su esencia ni tampoco son discriminatorias, pues no existe alguna condicionante para su aplicabilidad, en función de cuestiones personales o particulares del quejoso. Por tanto, las indicadas causas de improcedencia y sobreseimiento no son incompatibles con el citado precepto 25.1, pues no impiden decidir sencilla, rápida y efectivamente sobre los derechos fundamentales reclamados como violados dentro del juicio de garantías.] 

Así las cosas, al no existir causas de improcedencia invocadas por las partes ni advertidas de oficio por este Resolutor, se procede al análisis del asunto en los siguientes términos.

CUARTO. Estudio y resolución del asunto.
Ahora bien, se procede al análisis del presente recurso, así como al contenido íntegro de las actuaciones que obran en el expediente electrónico, para así estar en posibilidad este Órgano Colegiado de dictar el fallo correspondiente conforme a derecho, tomando en consideración los elementos aportados por las partes y apegándose en todo momento al principio de máxima publicidad consagrado en nuestra Constitución Federal, Local y demás leyes aplicables en la materia, así como en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte, en concordancia con el artículo 8 de la Ley de Transparencia local.
En un primer plano es necesario retomar y delimitar los requerimientos del ahora Recurrente, los cuales de manera objetiva versan específicamente en conocer la siguiente información:
1. Permisos de obra subterránea para gasoductos en la infraestructura vial local otorgados por la Dirección de Desarrollo Urbano y Movilidad, al trece de diciembre de dos mil dieciocho, acompañados de la siguiente documentación:
a) Solicitud de permiso de obra en la infraestructura vial local.
b) Documento que ampare el procedimiento constructivo.
c) Reporte fotográfico de la obra.
d) Proyecto ejecutivo de la obra permisionada, aprobado por la instancia competente.
e) Autorizaciones federales, estatales o municipales, según sea el caso.
f) Aviso de terminación de obra, dado por el titular del permiso a la autoridad municipal. 
g) Constancia de terminación de obra expedida por autoridad municipal.
h) En su caso, constancia de suspensión voluntaria de la obra, expedida por la autoridad municipal.
i) Demás documentación relacionada.
2. En alusión al requerimiento identificado con el numeral 1, de actualizarse alguna de las causales de procedencia de clasificación de la información, el acuerdo emitido por el Comité de Transparencia. 

En este sentido, resulta oportuno traer a colación los artículos 22 y 23 del Bando Municipal  del Sujeto Obligado, disposiciones de carácter normativo que señalan a la literalidad: 
“Artículo 22. La administración pública municipal será centralizada, desconcentrada, descentralizada y autónoma. Su organización y funcionamiento se regirá por la Ley Orgánica Municipal del Estado de México, este Bando Municipal, el Código Reglamentario Municipal y otras normas jurídicas aplicables. 
Artículo 23. Para la consulta, estudio, planeación y despacho de los asuntos en los diversos ramos de la administración pública municipal, la o el Presidente Municipal se auxiliará de la Secretaría del Ayuntamiento y de las siguientes: 
I. DEPENDENCIAS 
1. Tesorería Municipal;
2. Contraloría;
3. Dirección General de Gobierno;
4. Dirección General de Seguridad Pública;
5. Dirección General de Administración;
6. Dirección General de Medio Ambiente;
7. Dirección General de Servicios Públicos;
8. Dirección General de Desarrollo Urbano y Obra Pública;
9. Dirección General de Desarrollo Económico y
10. Dirección General de Bienestar Social
(…)
Artículo 66. Son atribuciones de las autoridades municipales en materia de obra pública las siguientes:
I. Preparar y ejecutar el programa de obra pública, en términos de lo establecido en el Plan de Desarrollo Municipal, el Plan Municipal de Desarrollo Urbano y demás instrumentos legales aplicables, atendiendo a las prioridades socialmente demandadas y aquellas que contribuyan al desarrollo económico y al bienestar social del municipio;
II. Ejecutar las obras públicas que aumenten y mantengan la infraestructura municipal y que estén consideradas en los planes y programas respectivos;
III. Promover la integración de Comités Ciudadanos de Control y Vigilancia, encargados de supervisar la obra pública municipal;
IV. Promover la participación de testigos sociales en los procedimientos de contratación que estimen convenientes, de acuerdo con los criterios y disposiciones establecidas en las leyes de la materia, y publicar en la página web del Ayuntamiento las convocatorias, actas y puntos resolutivos de los procesos de adjudicación de la obra pública;
V. Procurar que la ejecución de la obra pública se lleve a cabo bajo el esquema de cooperación con la comunidad, de acuerdo con lo previsto en las disposiciones federales, estatales y municipales aplicables;
VI. Coordinarse con los sectores público y privado en la realización de proyectos de obra pública relacionada con la infraestructura terrestre, priorizando el desarrollo sustentable e integral de la misma obra; procurando en todo momento que su ejecución contemple rampas para personas con discapacidad, nomenclatura y señalética vial como elementos básicos, así como la siembra de árboles o flora que armonicen con la infraestructura, y;
VII. Las demás que dispongan otros ordenamientos aplicables” [Sic]

Del análisis sistemático y armónico de la normatividad previamente plasmada se desprende que El Sujeto Obligado cuenta con diversas unidades administrativas y departamentos para cumplir con sus fines y objetivos, resultando de nuestro interés la Dirección General de Desarrollo Urbano y Obra Pública. 
En este orden de ideas, con base en la normatividad previamente plasmada resulta inconcuso que la información que resulta de interés al ciudadano es generada, poseída o administrada por El Sujeto Obligado. A mayor abundamiento, es menester señalar que mediante su respuesta El Sujeto Obligado adjuntó tres documentos mediante los cuales se compilan los permisos para obra en la infraestructura vial local, obras o instalaciones de redes subterráneas, ruptura o corte de pavimento, otorgados en los ejercicios fiscales dos mil dieciséis –dos fojas-, dos mil diecisiete –cuatro fojas- y dos mil dieciocho –cuatro fojas-.  Sirve de sustento la siguiente imagen ilustrativa: 
[image: ]
En este sentido, se advierte que El Sujeto Obligado colmó de manera parcial el requerimiento identificado con el numeral 1, al haber remitido los permisos de obra en la infraestructura vial local; obras o instalaciones de redes subterráneas, así como de ruptura o corte de pavimento,  todos ellos correspondientes a los ejercicios fiscales dos mil dieciséis, dos mil diecisiete y dos mil dieciocho. 
Inconforme con la respuesta del Sujeto Obligado, El Recurrente interpuso de manera física el recurso de revisión en fecha uno de febrero, admitiéndose el once de febrero, ambos del año dos mil diecinueve. Señalando múltiples razones o motivos de inconformidad, mismos que se tienen por reproducidos, en virtud de que han sido materia de análisis del antecedente tercero. 
Por otra parte, como fue mencionado en el antecedente quinto, una vez abierta la etapa de instrucción se puntualiza que esta Ponencia Resolutora se allegó de lo siguiente:
a)  “R R 0005  ANEXO 1.pdf”: Escrito libre signado por el ciudadano y dirigido a la Titular de la Unidad de Transparencia, mediante el cual se ejerce el derecho de acceso a la información pública, formulando diversos requerimientos; de fecha trece de diciembre, con sello plasmado el día catorce de diciembre, ambos del año dos mil dieciocho. 
b)  “RR 0005 ANEXO 2.pdf”: Oficio número DGDUYOP/113/2019 signado por el Director General de Desarrollo Urbano y Obra Pública, manifiesta remitir lista que contiene folio, fecha de ingreso y nombre de la empresa, respecto de los permisos de obra en la infraestructura vial local, obras o instalaciones de redes subterráneas, ruptura o corte de pavimento, otorgados durante los ejercicios fiscales dos mil dieciséis, dos mil diecisiete y dos mil dieciocho. Asimismo, precisa que el Comité de Transparencia no ha sido debidamente integrado; de fecha dieciocho de enero de dos mil diecinueve. 
c) “RR 0005 ANEXO 3.pdf”: Oficio número UT/113/2019 signado por la Titular de la Unidad de Transparencia y dirigido al Comisionado en turno, manifiesta remitir recurso de revisión interpuesto de manera física y consistente en tres fojas escritas por uno de sus lados, así como 12 (doce) anexos; de fecha uno de febrero de dos mil diecinueve. 
d) “RR 00005 ANEXO 4.pdf”: Oficio número UT/172/2019 signado por la Titular de la Unidad de Transparencia y dirigido al Director General de Desarrollo Urbano y Obra Pública, manifiesta requerir las manifestaciones estimadas pertinentes con el objetivo de integrar el informe justificado, en un plazo máximo de tres días hábiles; de fecha trece de febrero de dos mil diecinueve.
e) “RR 00005 ANEXO 5.pdf”: Oficio número D.G.D.U.Y.O.P./857/2019 signado por el Director General de Desarrollo Urbano y Obra Pública y dirigido a la Titular de la Unidad de Transparencia, manifiesta que la información requerida fue clasificada como información reservada por un periodo de cinco años mediante la segunda sesión extraordinaria de fecha dieciocho de febrero del año en curso con número de acuerdo CT/SE/02/05/2019; de fecha dieciocho de febrero del dos mil diecinueve.
f) “RR 00005 ANEXO 6.pdf”: Compila la siguiente información:
· Oficio número DGDUyOP/CAT/003/2019:  Signado por el Coordinador de Apoyo Técnico y Servidor Público Habilitado Suplente y dirigido a la Titular de la Unidad de Transparencia, propone la clasificación de la información requerida como reservada, asimismo, manifiesta adjuntar la prueba de daño, a efecto de que su propuesta sea sometida al Comité de Transparencia; de fecha quince de febrero de dos mil diecinueve.
· Propuesta de clasificación de información: Contiene diversos datos tales como datos de la unidad administrativa, datos de la información a clasificar, fundamentación, motivación, entre otros; de fecha quince de febrero de dos mil diecinueve. 
· Prueba de daño: Contiene diversos datos tales como fundamento legal, interés en conflicto, daño probable y daño especifico. 
g) “CTSE0219 acta.pdf”: Acta del Comité de Transparencia correspondiente a la sesión extraordinaria número CT/SE/02/2019, en el punto número 7, apartado A del orden del día se aprueba la clasificación como reservada de la información contenida en los expedientes de los permisos de obra en la infraestructura vial local; de fecha dieciocho de febrero de dos mil diecinueve. 
h)  “EscaneoINFOR JUST 05.pdf”: Informe justificado signado por la Titular de la Unidad de Transparencia y dirigido a la Comisionada Ponente, expone diversos antecedentes, manifiesta remitir diversos anexos y precisa que su informe justificado se encuentra encauzado a modificar la respuesta primigenia al tratarse de información que por su propia naturaleza debe de ser clasificada como reservada; de veintinueve de febrero de dos mil diecinueve. 

Por otra parte, no resulta desapercibido para este Órgano Garante que el cuatro de marzo de los corrientes, El Recurrente rindió múltiples manifestaciones, mismas que se exponen de forma sintetizada a continuación:
· El acuerdo hace referencia a un informe justificado perteneciente distinto al del presente recurso, por tanto no debe ser tomado en cuenta.
· El acta del Comité de Transparencia remitida por El Sujeto Obligado carece de firmas autógrafas.
· El Sujeto Obligado debió de fundar y motivar la clasificación de la información, siendo lo más congruente y exhaustivo posible. 

Una vez sentado lo anterior, resulta oportuno mencionar que la ejecución de obras subterráneas, englobando lo relativo a la instalación, mantenimiento o retiro de gasoductos deberán de ser aprobados mediante  el permiso de obra correspondiente, mismo que será expedido previa presentación de proyecto ejecutivo, así como de las autorizaciones federales, estatales y municipales correspondientes.
Asimismo, es óbice mencionar que la persona física o moral beneficiada podrá solicitar la suspensión del plazo concedido para la ejecución de la obra, misma que no podrá exceder de un año. Por otra parte, una vez concluida la obra, el titular o director deberá de dar aviso por escrito o electrónicamente a la autoridad municipal dentro de los 30 (treinta) días hábiles posteriores a su conclusión, a efecto de expedir la constancia de terminación de obra conducente. Sirven de sustento los artículos 5.35, fracción II, 18.29, 18.30, 18.31, 18.33 y 18.34 del Código Administrativo del Estado de México, numerales que a la letra rezan:
“Artículo 5.35.- La evaluación técnica de factibilidad de impacto urbano es un requisito para la emisión del Dictamen Único de Factibilidad, en los siguientes casos:
(…)
II. Gaseras, gasoneras, gasolineras y otras plantas para el almacenamiento, procesamiento o distribución de combustibles
(…)
 Artículo 18.29.- La ejecución de obras subterráneas o aéreas en la vía pública, para la instalación, mantenimiento o retiro de ductos o líneas para la conducción de energía eléctrica, telefonía inalámbrica, telecomunicaciones, gasoductos, oleoductos, televisión por cable y demás fluidos, así como para la instalación de anuncios publicitarios que requieran de elementos estructurales, deberá ser autorizada mediante el permiso de obra correspondiente. 
 Los permisos de obra en la infraestructura vial primaria, se otorgarán por la autoridad estatal competente de conformidad con lo que establece el Libro Séptimo del Código y su reglamento. 
 Los permisos de obra en la infraestructura vial local, se otorgarán por la autoridad municipal competente de acuerdo con lo establecido en el presente Libro, las Normas Técnicas y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
Artículo 18.30.- Los permisos de obra de la autoridad municipal tendrán por objeto autorizar: 
I. Obras o instalaciones de redes subterráneas o aéreas en la vía pública; 
II. La ruptura del pavimento en su caso, así como la realización de cortes en las banquetas y guarniciones de la vía pública para la ejecución de las obras o instalaciones autorizadas; y 
III. El uso y aprovechamiento del derecho de vía, en el caso de los anuncios publicitarios. 
(…)
Artículo 18.31.- La solicitud de permiso de obra se acompañará de:  
I. Proyecto ejecutivo de la obra aprobado por la instancia competente en la materia de que se trate, en el cual se defina el procedimiento constructivo y, en su caso, los lugares en que por razones técnicas tengan que realizarse con sistemas especiales; 
II. Las autorizaciones federales, estatales o municipales que procedan
Artículo 18.33.- El titular de la licencia o permiso de construcción o el Director responsable de la obra, deberá dar aviso por escrito o vía electrónica a la autoridad municipal, de la terminación de las obras autorizadas, dentro de los treinta días hábiles posteriores a su conclusión, a efecto de expedir la constancia de terminación de obra. 
 La autoridad municipal extenderá la constancia solicitada, previa inspección que realice para comprobar que la obra, edificación o instalación se ejecutó de acuerdo al proyecto autorizado y que por lo tanto, es apta para su ocupación o para el fin señalado en la licencia o permiso de construcción.
(…)
Artículo 18.34.- A solicitud expresa del titular y durante el periodo de vigencia de la licencia o permiso de construcción o su prórroga, los Municipios podrán otorgar la suspensión del plazo concedido, por una sola vez y por un tiempo máximo de un año. Al término del periodo de suspensión, continuará transcurriendo el plazo concedido para la ejecución de la obra sin necesidad de aviso alguno. 
 Los Municipios expedirán la constancia de suspensión voluntaria de la obra, para lo cual bastará con que en la solicitud se indiquen los datos de la licencia de construcción o su prorroga otorgada y el plazo de suspensión requerido” [Sic]

Hasta aquí lo expuesto, se desprenden las siguientes consideraciones: 
a) El Sujeto Obligado funge como la autoridad competente que genera, posee o administra la información que resulta de interés al ciudadano. 
b) Mediante respuesta, El Sujeto Obligado remitió tres documentos que compilan los permisos para obra en la infraestructura vial local, obras o instalaciones de redes subterráneas, ruptura o corte de pavimento, todos ellos otorgados durante los ejercicios fiscales dos mil dieciséis, dos mil diecisiete y dos mil dieciocho. 
c) Al momento de rendir su informe justificado, El Sujeto Obligado determinó modificar su respuesta, remitiendo múltiples anexos encauzados a sustentar la clasificación de la información como reservada, lo anterior, en términos del artículo 185, fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios. 
d) La clasificación de la información es el proceso mediante el cual los Sujetos Obligados determinan que la información requerida actualiza alguno de los supuestos de confidencialidad o reserva, de acuerdo con las bases y los principios inmersos en la normatividad aplicable. 
e) El artículo 140 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de México y Municipios enlista de manera estricta y limitativa las causales de procedencia para clasificar soportes documentales como información reservada.
f) Para realizar la reserva la información, no basta con invocar alguna de las causales previstas en la Ley de transparencia local. En sentido contrario, dicha valoración debe realizarse a través de lo que se conoce como “prueba de daño”, que consiste en exponer los argumentos y razones, basados en elementos objetivos o verificables, a partir de los cuales se derive que la divulgación de información, en particular, puede afectar, poner en riesgo o dañar el interés protegido[footnoteRef:2]. Asimismo, ésta no debe basarse en meras especulaciones o suposiciones, sino en elementos objetivos que deban evaluar que existe un riego actual e inminente[footnoteRef:3]. [2:  Artículos 129 y 134, último párrafo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en relación con los diversos 104 y 108, último párrafo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.]  [3:  Sergio López Ayllón y Alejandro Posadas. “Las pruebas de Daño e Interés Público en materia de acceso a la información. Una perspectiva comparada” en Derecho comparada de la Información, enero-junio de 2007.] 

Adicionalmente los artículos 129 y 134 último párrafo de la Ley Estatal y 104 y 108 último párrafo de la Ley General, respectivamente, determinan que se debe realizar un análisis caso por caso, aplicando la prueba de daño. Esto implica que la motivación, que acredite la correspondencia entre el supuesto de hecho y la hipótesis normativa señalando las razones, motivos o circunstancias es una parte del acuerdo y otra parte, distinta, es la que corresponde a la prueba de daño, la que debe aplicarse caso por caso, esto es, no se puede hacer una prueba de daño de un expediente completo, sino de cada uno de los documentos que lo integran.
Por lo que es importante enfatizar, que el SUJETO OBLIGADO al momento emitir el Acuerdo del Comité de Transparencia que clasifique como información reservada las documentales que sustentan la emisión de permisos de obra subterránea para gasoductos en la estructura vial local otorgados por la Dirección General de Desarrollo Urbano y Obra deberá realizar la prueba de daño de cada uno de los documentos, no así de la totalidad de la información que integra el expediente, es decir, deberá de realizar la prueba de daño, en donde se describa de manera puntual de las siguientes documentales las causas por las cuales son pueden ser proporcionadas: 
a) La solicitud de permiso de obra en la infraestructura vial local;
b) Documento que ampara el procedimiento constructivo;
c) El reporte fotográfico de la obra;
d) El proyecto ejecutivo de la obra permisionada aprobado por la instancia competente;
e) Las autorizaciones federales, estatales o municipales que procedan;
f) El aviso dado por el titular del permiso o el Director de la obra a la autoridad municipal de la terminación de la obra autorizada;
g) La constancia de terminación de obra expedida por la autoridad municipal;
h) En su caso, la constancia de suspensión voluntaria de la obra expedida por la autoridad municipal; y,
i) Demás documentación relacionada.


Para aplicar la prueba de daño, se deberán de precisar las razones objetivas por las que la apertura genera una afectación, acreditando que:
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; y 
III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 
Sobre el primer supuesto consideremos que según el diccionario del español jurídico, por riesgo podemos entender “la contingencia o proximidad de un daño”,[footnoteRef:4] mientras que el daño es considerado como un “perjuicio o lesión”[footnoteRef:5], mientras que según el Diccionario de la Lengua Española, lo real es lo “(q)ue tiene existencia objetiva”,[footnoteRef:6] mientras que lo demostrables es, según la misma fuente, aquello que se puede demostrar,[footnoteRef:7] es decir, “(m)anifestar, declarar. Probar, sirviéndose de cualquier género de demostración, enseñar mostrar o exponer algo)”.[footnoteRef:8] Mientras que lo identificable es lo que puede ser identificado,[footnoteRef:9] esto es,  “(d)ar los datos necesarios para ser reconocido”.[footnoteRef:10] [4:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E216930 ]  [5:  http://dej.rae.es/#/entry-id/E87450 ]  [6:  http://dle.rae.es/?id=VGqyuLj|VGtxgAo|VGuc9Wg ]  [7:  http://dle.rae.es/?id=CAjNzMR ]  [8:  http://dle.rae.es/?id=CAqWkEB ]  [9:  http://dle.rae.es/?id=KtnHLLd ]  [10:  http://dle.rae.es/?id=KtpfgjV ] 


Por lo que entonces, el primer supuesto de la prueba de daño consiste en acreditar que la entrega de la información provoca tres aspectos concurrentes: 1) la contingencia o proximidad de un daño, un perjuicio o lesión que tiene existencia objetiva, que se puede manifestar, declarar o probar mediante cualquier género de demostración a partir de proporcionar datos necesarios para reconocer el daño, perjuicio o lesión que provocaría a un interés público o a la seguridad pública.
Identificado ese riesgo, se debe demostrar que el mismo supera el interés público general porque se difunda dicha información. 
Y, por último,  que la limitación es acorde con el principio de proporcionalidad, para ello, se sugiere emplear los tres juicios propuestos por la Corte Constitucional Colombiana[footnoteRef:11], siguiendo el principio de ponderación propuesto por el Tribunal Constitucional Alemán,[footnoteRef:12] el juicio de idoneidad, que la medida adoptada sea la idónea para el ejercicio del derecho; de necesidad, que sea necearía para que el derecho que prevalece se ejerza y el de estricta proporcionalidad esto es, que el derecho que prevalezca sea en la dimensión estrictamente proporcional al derecho que retrocede. [11:  “En las sentencias C-093 de 2001 y C-671 de 2001, se explicó el alcance de este tipo de escrutinio, denominado test integrado de igualdad: "[a] fin de determinar si el trato discriminatorio vulnera el derecho fundamental a la igualdad, la Corte ha elaborado un modelo de análisis que integra el juicio de proporcionalidad y el test de igualdad. Lo que en este modelo se hace, básicamente, es retomar y armonizar los elementos del test o juicio de proporcionalidad europeo con los aportes de la tendencia estadounidense. Así, se emplean las etapas metodológicas del test europeo, que comprende las siguientes fases de análisis: (i) se examina si la medida es o no adecuada, es decir, si constituye o no un medio idóneo para alcanzar un fin constitucionalmente válido; (ii) se analiza si el trato diferente es o no necesario o indispensable; y (iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la medida diferencia. De otra parte, se toman los distintos niveles de intensidad en la aplicación de los escrutinios o tests de igualdad. Dichos niveles pueden variar entre (i) estricto, en el cual el trato diferente debe constituir una medida necesaria para alcanzar un objetivo constitucionalmente imperioso; (ii) intermedio, es aquel en el cual el fin debe ser importante constitucionalmente y el medio debe ser altamente conducente para lograr el fin propuesto; y (iii) flexible o de mera razonabilidad, es decir que es suficiente con que la medida sea potencialmente adecuada para alcanzar un propósito que no esté prohibido por el ordenamiento. Lo anterior debe tener aplicación, según el carácter de la disposición legislativa o la medida administrativa atacada". El test integrado fue aplicado en un caso de discriminación por VIH en la sentencia T-376 de 2013.” Citado en Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Gonzales Lluy y otros contra Ecuador. Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas. Sentencia del 01 de septiembre de 2015. Párr. 256.  ]  [12:  Tribunal Constitucional Alemán. Resolución sobre los soldados son asesinos, de 10 de octubre de 1995 (BVerfGE 93, 266). En ALÁEZ CORRAL, Benito y ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Leonardo. Las decisiones básicas del Tribunal Constitucional Federal Alemán en las encrucijadas del cambio de milenio. Ed. Centro de Estudios Políticos y Constitucionales y boletín oficial del Estado, Madrid, 2008. Pp. 1045-1096.] 

Es así, que al configurarse tales requisitos, se otorga certidumbre jurídica y se protege la esfera más íntima del derecho humano constitucional y convencionalmente reconocido. 
g) Mediante la segunda sesión extraordinaria de fecha dieciocho de febrero del año en curso, el Comité de Transparencia del Sujeto Obligado aprobó la clasificación de la información requerida por un periodo de 5 (cinco) años, fundamentando su determinación en los artículos 113, fracciones I y V de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 129, fracciones I y II, 140, fracciones I y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; así como el artículo 88 de la Ley de Protección Civil del Estado Libre y Soberano de México; normatividad que señala a la literalidad:
“Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública
Artículo 113. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación: 
I. Comprometa la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;
(…)
V. Pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física;
(…)

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios
Artículo 129. En la aplicación de la prueba de daño, el sujeto obligado deberá precisar las razones objetivas por las que la apertura de la información generaría una afectación, justificando que: 
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable del perjuicio significativo al interés público o a la seguridad pública; 
II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda; 
(…) 
Artículo 140. El acceso a la información pública será restringido excepcionalmente, cuando por razones de interés público, ésta sea clasificada como reservada, conforme a los criterios siguientes:
I. Comprometa la seguridad pública y cuente con un propósito genuino y un efecto demostrable;
(…)
IV.  Ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de una persona física;

Ley de Protección Civil del Estado Libre y Soberano de México
Artículo 88.- Las autoridades que esta Ley define, adoptarán y ejecutarán las medidas de seguridad y protección encaminadas a evitar los daños que se puedan causar a la población, a las instalaciones, construcciones o bienes de interés general, las que tiendan a garantizar el normal funcionamiento de los servicios esenciales para la comunidad e impedir cualquier situación que afecte la seguridad o salud pública. Las medidas de seguridad se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que en su caso correspondan.” [Sic]
Al respecto, vale la pena mencionar que la Ley de Protección Civil del Estado Libre y Soberano de México fue abrogada mediante el decreto número 40, transitorio tercero, publicado en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno del Estado de México”, de fecha diecinueve de diciembre de dos mil doce, misma que puede ser consultada en la siguiente dirección electrónica: http://legislacion.edomex.gob.mx/sites/legislacion.edomex.gob.mx/files/files/pdf/gct/2012/dic196.PDF
Sirven de sustento las siguientes imágenes ilustrativas: 
[image: ]
[image: ]
[image: ]

Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, con número de registro 173565, cuyo contenido es el siguiente:
“Época: Novena
Registro: 173565
Tipo de tesis: Jurisprudencia
Fuente: Semanario judicial de la federación y su gaceta
Tomo XXV, Enero de 2007 
Materia (s): Común
Tesis: I.6o.C. J/52
Página: 2127
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU DISTINCIÓN ENTRE SU FALTA Y CUANDO ES INDEBIDA.
Debe distinguirse entre la falta y la indebida fundamentación   y motivación; toda vez que por lo primero se entiende la ausencia total de la cita de la norma en que se apoya una resolución y de las circunstancias especiales o razones particulares que se tuvieron en cuenta para su emisión; mientras que la diversa hipótesis se actualiza cuando en la sentencia o acto se citan preceptos legales, pero no son aplicables al caso concreto y se exponen las razones que la autoridad tuvo para dictar la resolución, pero no corresponden al caso específico, objeto de decisión, o bien, cuando no existe adecuación entre los motivos invocados en el acto de autoridad y las normas aplicables a éste.
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.” [Sic]

Bajo estas líneas argumentativas, a toda luz se desprende que el Acuerdo número CT/SE/02/05/2019 emitido en referencia a la segunda sesión extraordinaria del Comité de Transparencia, de fecha dieciocho de febrero del año en curso, fue fundamentado indebidamente, toda vez que la normatividad citada no resulta aplicable al caso concreto, al haber perdido su vigencia. 
h) Adicionalmente, es menester señalar que los acuerdos que clasifican información como confidencial o reservada deben de ser elaborados con estricta observancia a diversas formalidades, en este sentido, no resulta desapercibido para este Órgano Resolutor que en el acuerdo número CT/SE/02/05/2019 se omitieron las firmas autógrafas de los servidores públicos que integran el Comité de Transparencia, constituyendo en consecuencia, una ausencia de validez. 
A mayor abundamiento, resulta aplicable el criterio 04/17 emitido por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales “INAI”, el cual señala a la literalidad:

“RESOLUCIONES DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA, GOZAN DE VALIDEZ SIEMPRE QUE CONTENGAN LA FIRMA DE QUIEN LOS EMITE. 
En términos de lo dispuesto en la fracción IV del artículo 3 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, supletoria de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, uno de los elementos de validez del acto administrativo es la firma autógrafa de la autoridad que lo expida; en consecuencia, las resoluciones del Comité de Transparencia del sujeto obligado, deberán contener la firma autógrafa de los integrantes que la emitan, ya que dicho signo gráfico otorga validez a la resolución decretada y, al mismo tiempo, constituye la forma en que el particular tiene la certeza de que fue emitida por la autoridad respectiva y su contenido representa la voluntad manifestada por ésta.
Resoluciones:
· RRA 1588/16. Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas. 27 de septiembre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente Ximena Puente de la Mora. 
· RRA 2410/16. Instituto Nacional de Migración. 25 de octubre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente Areli Cano Guadiana.
· RRA 3763/16. Secretaría de Relaciones Exteriores. 07 de diciembre de 2016. Por unanimidad. Comisionada Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.” [Sic]

Adicionalmente, es menester señalar que resulta aplicable por analogía la tesis aislada con número de registro 2008382, la cual dispone a la literalidad:
“Época: Décima
Registro: 2008382
Tipo de tesis: Tesis aislada
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación
Libro 15, Febrero de 2015, Tomo III
Materia (s): Común
Tesis: I.6o.T.122 L (10a.)
Página: 2543
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. DISTINCIÓN ENTRE VIOLACIONES DE CARÁCTER PROCESAL, FORMAL Y DE FONDO.  
En la demanda de amparo directo pueden alegarse diversas violaciones en contra del laudo dictado por la autoridad laboral, que se clasifican en procesales, formales y de fondo. Las violaciones procesales son aquellas relacionadas con la ausencia de presupuestos procesales, o bien, infracciones de carácter adjetivo que se cometieron durante la sustanciación del procedimiento del que derivó el acto reclamado, en contravención a las normas que lo regulan, que afectan las defensas de la parte quejosa. Por su parte, las violaciones formales se refieren a las infracciones legales de índole adjetiva, cometidas en todos los casos, al momento de pronunciarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que puso fin al juicio, transgresiones que no atañen en forma directa a cuestiones sustanciales o de fondo,  ni tampoco a los presupuestos procesales o infracciones cometidas durante el desarrollo del procedimiento relativo, como cuando no se respeta la garantía de previa audiencia, cuando el laudo está incompleto, cuando carece de firma de alguno de los integrantes de la Junta, la falta de valoración de alguna prueba o del examen de uno o varios puntos litigiosos, que se traduce en incongruencia del acto reclamado, contraviniendo los artículos 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo. Finalmente, las violaciones de fondo  son aquellas mediante las cuales se impugnan las consideraciones del acto reclamado vinculadas directamente con los aspectos sustanciales, objeto y materia de la controversia.
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.
Amparo directo 1148/2014. Isauro Amador Alvarado Ordóñez. 4 de diciembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Claudia Gabriela Soto Calleja.” [Sic]

Por lo anteriormente expuesto, si bien es cierto que la información requerida por el ciudadano es susceptible de ser clasificada como reservada, lo cierto también es que existen múltiples argumentos encauzados a desvirtuar el acuerdo remitido por El Sujeto Obligado al momento de rendir su informe justificado, por ello, resulta procedente ordenar un nuevo acuerdo que sustente la clasificación como información reservada de los requerimientos formulados por el particular mediante la solicitud de información 00596/TOLUCA/IP/2018, mismo que deberá de ser elaborado con estricta observancia a la normatividad aplicable. 
Finalmente, en mérito de lo expuesto en líneas anteriores, resultan parcialmente fundados los motivos de inconformidad vertidos por El Recurrente, por ello con fundamento en el artículo 186 fracción III de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, se MODIFICA la respuesta a la solicitud de información 00596/TOLUCA/IP/2018, que ha sido materia del presente fallo. 
Por lo antes expuesto y fundado es de resolverse y;

SE    RESUELVE
PRIMERO. Se MODIFICA la respuesta entregada por EL SUJETO OBLIGADO, a la solicitud de información número 00596/TOLUCA/IP/2018, por resultar parcialmente fundados los motivos de inconformidad que arguye EL RECURRENTE, en términos del Considerando Cuarto de la presente resolución. 

SEGUNDO. Se ORDENA al SUJETO OBLIGADO haga entrega al RECURRENTE, en el domicilio proporcionado y vía correo electrónico, de lo siguiente:
a) Acuerdo de clasificación como información reservada de todas las documentales que sustenten la emisión de permisos de obra subterránea para gasoductos en la estructura vial local otorgados por la Dirección General de Desarrollo Urbano y Obra Pública.
TERCERO. Notifíquese al Titular de la Unidad de Transparencia del SUJETO OBLIGADO, para que conforme al artículo 186 último párrafo, 189 segundo párrafo y 194 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios; dé cumplimiento a lo ordenado dentro del plazo de diez días hábiles, debiendo informar a este Instituto en un plazo de tres días hábiles siguientes sobre el cumplimiento dado a la presente resolución.

CUARTO. Notifíquese la presente resolución al RECURRENTE en el domicilio proporcionado y vía correo electrónico.  

QUINTO. Se hace del conocimiento del RECURRENTE que, de conformidad con lo establecido en el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, en caso de que considere que la resolución le cause algún perjuicio podrá impugnarla vía juicio de amparo en los términos de las leyes aplicables. 	

ASÍ LO RESUELVE, POR UNANIMIDAD DE VOTOS EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, CONFORMADO POR LOS COMISIONADOS ZULEMA MARTÍNEZ SÁNCHEZ, EVA ABAID YAPUR (VOTO PARTICULAR), JOSÉ GUADALUPE LUNA HERNÁNDEZ, JAVIER MARTÍNEZ CRUZ Y LUIS GUSTAVO PARRA NORIEGA (VOTO PARTICULAR) EN LA DÉCIMA QUINTA SESIÓN ORDINARIA CELEBRADA EL VEINTICUATRO DE ABRIL DE DOS MIL DIECINUEVE, ANTE EL SECRETARIO TÉCNICO DEL PLENO, ALEXIS TAPIA RAMÍREZ.  
 
 Zulema Martínez Sánchez
Comisionada Presidenta
(Rúbrica).



 José Guadalupe Luna Hernández
Comisionado
(Rúbrica).
Eva Abaid Yapur
Comisionada
(Rúbrica).





Javier Martínez Cruz
Comisionado
(Rúbrica).

Luis Gustavo Parra Noriega
Comisionado
(Rúbrica).




Alexis Tapia Ramírez 
Secretario Técnico del Pleno 
(Rúbrica).






Esta hoja corresponde a la resolución de fecha veinticuatro de abril de dos mil diecinueve, emitida en el recurso de revisión 00005/INFOEM/IP/RR-E/2019   
OSAM/JCMA   
Página 1 de 46
Página 45 de 46
image3.png
GACETA ©

DEL GOBIERNO  esmoonemexco

sumMaRio:

“2012. Afio del Bicentenario de El llustrador Nacional”

SECCION SEXTA

PODER EJECUTIVO DEL ESTADO

ERUVIEL AVILA VILLEGAS, Gobernaior Corsisions e i L  Scberana de Mo, » s banes

Quets Lol del Exad, b enid e pror o s
DECRETO NUMERO 39
LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO

ARTICULO UNICO S rforma 1 i 3 s sions n i i o i 73 s b Loy d Fsaoacion
Siparic Gl Exato o Mo o e come g

29 1 Auditor Sopron por cuard da 1 s do Coordnacan Polics, n cours d saidors pablcor d eleccin
Populr g 50 ccuuniran o cions o iy dead de g com s 4. como d s dms seridores s
oo o it 131 4 b ConsionPokics 8ol Exada Lirs  Sobarun e Mk,

»

€1 AudorSupriorssarobgad » pardar o s de b vetipiones. deinde nformar 31 s de Corcdacén
Policsan Exad qo gdn i aracin.

TRANSITORIOS
PRIMERO.. Putues f Presrs Dcrec e f P Ofcsl“Gacee o Gosirn

SEGUNDIO.. 1 presents Dot etrr e vigor s i sgire d s sl  f P Ofcil “Gaces s

Lotedessvansid o Gobornadr dl Esado, acndo e e publue 5 cumpl.




image4.png
19 de diciembre de 2012 SACETA Pagina 9

'DECRETO NUMERO 40

LAH.“LVII" LEGISLATURA DEL ESTADO DE MEXICO.
DECRETA:
ARTICULO UNICO. S exice o Ubro S ol o Adminriv el Etd de Mario, prs cumdr como
s
LiBRO SEXTO
el Proteccion Civi
TiTULO PRIMERO
Disposiciones generates
CAPITULO PRIMERO.
Dol objco y inaldad

Rt 6.1 G Uor e por S et o econs 3 pracen v 1 e e i

Articulo 2. L dapicions do st i e como s 1 prevencio, iy recspcscion ds s pobisotn

Artculo 63. 5o splcsies » st Libo o concepos. princin y s ereos ssblocides o s Loy Generl do

[T ——

L Coniuied de cperadones: Al proceso de plameacon, documentadén  scuscibn que pranizs que s
ke s o I sthuone i, pinds 1 soce, ecads por un sgne prestader
o recuparr  rerea 3 s ook e un o i, £ plnescion debrd s ncocgorad 3
Fcuparscon e, o sl e por sesones e ORI Coun e g ST

1. Gesin el da Risgos B conint de accions ncimindss 8 ancacn, s, evuacion,cosrly
e o o s, comtderiniion por s orgen TuRcoril 1 n n proceso peannts e
Consrucin e e o rs vl e obarn, s como o sectres de s 1 e acs 3
esiecin o econe e b recn & Implamenesin d potica pablcs. eregss 1 procedmarior
{acgradon 1 g de pass o derols sl s comsan o s el S o e
o 5 oot 9 e  resmns 1 sodeid Ivchara I s 4 ehcadon o on
P —

. ospl S Esbeimint de sarvios e sk g b pemanacr ccsibe y cionando s misirs
o con s s e, s ez o o e

IV, enciacion o Rasos. Reconocr y vlorar s pircias oo probbls sobr s agenes secais y 50
icon soE ke, v e sn 4 o8 plgros b et bt

Insrumancos Faniers de Gesin do Resgo: Sn sl progranss  mecarinar de Sancamin y
Comancmiens con o e cuena of Gobien Foderl pars 2porr & sancn bl foderses y ncdides
et . Seciclon de proyocioy secions arade G o esion agal 4 egos,prs s penencln
stencn e Scones o smcgenc 1 dssrsdeorgn

VI stmeres d st  rafcenc de i Son sl s o mecaos frcirr e
omo e 6 AT, Qe parHan s i ereasdes ik G 1 drarce ornes o £
Comgai o e s g s, rneiindo o < o © prcal 3 nsseKionss Srancerss
Tacones o armconses

VI Recucit ds R nsrvnci prevei d o, itacinssy oo s s prmi i
o reduc, madance acones d prepracion y MgGEn. o ipacio adero de o dessires Conam '
ks d s prosacon i o compromis bl f desrol de i v Hatusdans o mlaminacin
e e 4 prosacion dl i et 4 1 aneon b, preKccon s LA





image5.png
de diciembre de 2012 SASETA Pagina 17

Artculo 637 Serkn sandonadscon i b rccones st

L Do i wes il das do sdario miimo genrl i dl ire g ue coresponds s momereo de
comaer e e

29 Nocuetecon et de  Scrarade Seurdad o, sando oblgado s cbne

) No cumpscon i cnéiacin d ccione e €n s pogram spaclic de proecd

1. Do e i uno 3 cumro il das de sl o g viorc el e g que corspancs
mamenc decomesr n s g

R rp————
P T e ————
€0 No permics el cceso l persns desado par el verfcdone e b, mscisciones 3

. Do cumro i o 3 cnco il di g6 o o genrs ver de res gogrfcs e corrsponds
e e o ke G s 5 0 i 1 1 5 e 03 8
oo s grs

TRANSITORIOS
PRIMERO.. Pustques f presrce Dcrec o f Frdc Ofcl“Gacor ol Gobirn”

SEGUNDO.. Exe Decreca eerch s igor ol 6 s ds s publeacion o Paricdico Ofcl “Gaca !
ot

TERCERO.- S srogs o Dcrcto N 524 a1 H "LV Legslars gl Exado do Miico por o que s cxpid s
Loy e Proteccion G el Ead o Mo, pblcad oo Parioico Ol G 61 oo 31 s gt 6
ity

"CURRTO. rs o srct T 05 1 presperss s greos 4l Evado 5 Fodko, ncart s o e
i o Fond pars I sanon 6 6o  svesrr AT o MTOpOEcos scord s e sl
e

QUINTO. Bl e Esl debrs expedic o reghimens respecco e o, drers de lo novers s
Sanes s rcads e vigor do e dkcr e,

Lot e ol Gobernador dlEado, iciend qus s publiue 5 cumpl

Dad 1 f Pl da Poder Lo, 1 chded de Touc d Lerd, il dl Escado de Mesics, s dacneve
i ot s o e de 350 dos i doce resdnc. Di. Octnis Mo Vg Swcreorio. D Notoero
Mores Pobe-Dip. B Games Lugo- D Evige Audendo Moz Delpad. Ribrcs.

Por o, mirdo e publau, . oberve ¢ e d o debido cumplnienc.
o d Lordo Mo, 19 de dcambes de 012
EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MEXICO.

DR ERUVIEL AVILA ViLLEGAS
(RUBRICA).

EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO.

MTRO. EFREN ROJAS DAVILA|
(RusRicA).
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DIRECCION GENERAL DE DESARROLLO
URBANO Y OBRA PUBLICA

2019, Afo del Centésimo Aniversario Luctuoso de Emiiana Zapata Selazar. E| Caucilo del Su”

Toluca, Estado de México, enero 18 de 2019
DGDUYOP/113/2019

RESPUESTA A LA SOLICITUD
00596/TOLUCAVIP/2018

Respecto al numeral 1 le informo: Se agrega lista que contiene folio, fecha de ingreso y nombre de la
empresa, respecto a los Permisos para Obra en la Infraestructura Vial Local, Obras o Instalaciones de
Redes Subterréneas, Ruptura o Corte de Pavimento, oforgados en los aios 2016, 2017 y 2018, Los
documentos que avalan la expedicin de los correspondientes permisos contienen datos personales, lo
anterior, con fundamento en los articulos; 4 fraccién XI y 23 de la Ley de Proteccion de Datos Personales
del Estado de México; 24 fraccién XIV y 143 fraccion | de a Ley de Transparencia y Acceso ala Informacion
Publica del Estado de México y Municipios. '

En relacién al numeral 2.- Actualmente el Ayuntamiento de Toluca se encuentra en reestructuracion, el
Comité de Transparencia atn no se encuentra conformado, razén por la cual no es posible proporcionar,
ni enviar los documentos encontrados, para su correspondiente clasificacion.

Sin atro partcular por el momento, aprovecho la ocasién para enviarle un cordial saludo.

ATENTAMENT

JANDRO YERDUZCO MURILLO
‘GENERAL DE DESARROLLO URBANO
Y OBRA PUBLICA

-c.p. Ing_Janete Susana Carmpos Fabela.- Encargada delDespacho de a Subdieccion e Planeacén y Oparacidn Utbana
NGoIER21112018, AVMSC

Plaza Fray Ancres de Castro, Edifcio A, segunda piso, Gol. Centro:Toluca, México. G.P. 50000
Tels: 773 5000 - 278, 1900 Ext. 837
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Permisos para Obra en la Infraestructura Vial Local, Obras o Instalaciones de
Redes Subterraneas, Ruptura o Corte de Pavimento, otorgados en el afio 2016.
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